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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el presente recurso de amparo y, en con·
secuencia:

1.° Declarar que se ha vulnerado el derecho a la
tutela judicial efectiva y, por lo tanto, anular el Auto
de la Sección Decimocuarta de la Audiencia Provincial
de Madrid. de 19 de octubre de 1993.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento de la
resolución del recurso de queja entablado contra la pro­
videncia del Juzgado de Primera Instancia núm. 8 de
los de Madrid. de 26 de febrero de 1993, para que
por parte de la Sección Decimocuarta de la Audiencia
Provincial de Madrid se dicte una resolución respetuosa
del derecho a la tutela judicial efectiva de la recurrente,
en los términos que se concretan en los fundamentos
jurídicos 2.° y 3.°

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a once de marzo de mil novecientos
noventa y seis.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego Gonzá­
lez Campos.-earles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives
Antón.-Firmados y rubricados.

Sala Primera. Sentencia 40/1996. de 12
de marzo de 1996. Recurso de amparo
1.853//994. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional que decretó la inadmisión por cosa
juzgada del recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por la recurrente contra
sanción administrativa por el ejercicio de acti­
vidad de televisión local por cable sin disponer
de concesión administrativa. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: inadmi­
sión de recurso resultante de manifiesto error
judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villa Ión. don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.853/94 interpuesto
por "Procono, S. L.», bajo la representación procesal del
Procurador de los Tribunales don Luciano Rosch Nadal
y asistida por el Letrado don Manuel Francisco Clavero
Arévalo. contra la Sentencia de la Sección Cuarta de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de 22 de marzo de 1994, recaída en el recurso
contencioso-administrativo núm. 4/203/91. Han com­
parecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado.

Ha sido Ponente el Magistrado don Javier Delgado
Barrio, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedent!!s

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 26 de mayo de 1994 y registrado en este
Tribunal el siguiente día 30. el Procurador de los
Tri~unales don Luciano Rosch Nadal. en nombre y repre­
sentación de "Procono. S. L.», interpuso recurso de ampa­
ro contra la Sentencia de la Sección Cuarta de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacio­
nal, de 22 de marzo de 1994, que pronunciaba la
inadmisión por cosa juzgada del recurso contencioso-ad­
rninistrativo núm. 4/203/91 interpuesto por la recurren­
te en amparo contra una sanción administrativa por el
ejercicio de la actividad de televisión local por cable sin
disponer de concesión administrativa.

2. La demanda se basa en las siguientes alegacio­
nes de hecho:

a) La recurrente se venía dedicando a la actividad
denominada «vídeo comunitario». Tras serie reconocido
el dere<;ho a desarrollarla por una Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la antigua Audiencia
Territorial de Sevilla. de 15 de junio de 1986, confirmada
íntegramente por Sentencia del Tribunal Supremo
de 12 de marzo de 1987, continuó en su ejercicio,
ampliando sus instalaciones a varias ciudades españolas.

b) Tras aprobarse la Ley31/1987,de 18 de diciem­
breo de Ordenación de las Telecomunicaciones, que
alteró la naturaleza jurídica del vídeo comunitario. con­
virtiéndolo en televisión por cable y exigiendo concesión
administrativa para su ejercicio y dado que la recurrente
no se adecuó a esta nueva exigencia. le fueron incoados
ocho expedientes administrativos sancionadores. corres­
pondientes al mismo número de instalaciones.

Cuatro de estos expedientes fueron decididos
mediante otras tantas Resoluciones de la Secretaría
General de Comunicaciones (por delegación del Ministro)
todas ellas de la misma fecha, 7 de diciembre de 1990.
Concretamente se resolvieron los expedientes sancio­
nadores relativos a las instalaciones de Fuenlabrada (ex­
pediente Cl/S 1.697/89). Torrejón de Ardoz
(Cl/S 1.698/89). San Fernando de Henares
(CI/S 1.699/89) y Móstoles (CI/S 2.219/89). Las cita­
das Resoluciones impusieron cada' una de ellas a la
recurrente una multa de 1.000.000 de pesetas y orde­
naron el cese de las emisiones. con precintado de las
instalaciones o, en su caso, incautación de los equipos.

c) Tras la desestimación presunta por silencio admi­
nistrativo de los recursos de reposición presentados con­
tra las mismas. la demandante de amparo interpuso cua­
tro recursos contencioso-administrativos ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional
en un solo escrito, de 27 de febrero de 1991. al que
se asignó el número de registro 4/101/91. y en el que
solicitaba la acumulación de los mismos.

Por providencia de 9 de mayo de 1991. la Sección
Cuarta de la Sala acordó tener por interpuesto el recurso
contra la Resolución relativa al expediente sancionador
CI/S 1.697/89 (instalaciones de Fuenlabrada). que es
el que se seguiría tramitando con el núm. 4/10 1/91,
y conceder a la recurrente un plazo de diez días para
interponer cada uno de los restantes recursos por sepa­
rado. Así lo hizo aquélla, lo que dio lugar a la tramitación
de estos otros recursos contencioso-administrativos:
recurso núm. 4/203/91 (relativo al expediente CI/S
1.698/89. instalaciones de Torrejón de Ardoz). recurso
núm. 4/204/91 (CI/S 1.699/89, San Fernando de
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Henares) y recurso núm. 4/205/91 (CI/S 2.219/89,
Móstoles)

En los respectivos escritos de interposición se solicitó
su acumulación al recurso núm. 4/101/91, pero la Sala
nunca resolvió al respecto, y los recursos se tramitaron
de forma independiente.

d) Mediante Sentencia de 20 de julio de 1993 la
Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo de la Audiencia Nacional desestimó el recurso
núm. 4/101/91, relativo al expediente CI/S 1.697/89
(Fuenlabrada), por considerar que la sanción impuesta
no vulneraba el art 20 CE.

Contra dicha Sentencia se interpuso recurso de ampa­
ro ante el Tribunal Constitucional, tramitado con el
núm. 3.153/93.

e) Finalmente, por Sentencia de 22 de marzo
de 1994 la Sección Cuarta de la Sala declaró la inad­
misibilidad del recurso contencioso-administrativo
núm. 4/203/91, del que trae causa el presente recurso
de amparo, relativo al expediente CI/S 1.698/89 (Torre­
jón de Ardoz), en aplicación de la causa prevista en el
arto 82 d) LJ.CA, es decir, la existencia de Gasa juzgada,
por entender que en su anterior Sentencia de 20 de
julio de 1993 ya se ha habia pronunciado sobre la Reso­
lución administrativa relativa a dicho expediente.

3. En la demanda se denuncian dos tipos de vul­
neraciones de derechos fundamentales por la Sentencia
recurrida:

a) En primer lugar, la recurrente entiende que dicha
Sentencia ha vulnerado sus derechos a la tutela judicial
efectiva y a la prohibición de indefensión (art 24.1 CE.).
al declarar la inadmisibilidad del recurso contencioso-ad­
ministrativo a partir de un error notorio.

La Sentencia impugnada aprecia la concurrencia de
cosa juzgada por entender que la Resolución de la Secre­
taria General de Comunicaciones de 7 de diciembre de
1990 era una única Resolución a través de la que se
resolvian de manera acumulada los cuatro expedientes
sancionadores, y que. por tanto. el acto administrativo
objeto de este recurso era el mismo que el enjuiciado
por la Sentencia de 20 de julio de 1993, cuando lo
cierto es que se trataba de cuatro Resoluciones distintas
aunque de la misma fecha. frente a las que, por lo orde­
nado en la providencia de 9 de mayo de 1991, hubo
que interponer por separado los correspondientes recur­
sos contencioso-administrativos. que se continuaron tra­
mitando también separadamente, pues, a pesar de
haberse solicitado su acumulación. jamás se acordó nada
al respecto. y, en definitiva. mientras que la Sentencia
de 20 de julio de 1993 se refería única y exclusivamente
a la Resolución recaída en el expediente CI/S 1.697/89
(Fuenlabrada), la ahora impugnada se refiere a la recaída
en el expediente CI/S 1.698/89 (Torrejón de Ardoz).

b) .En segundo lugar. la recurrente entiende que la
Sentencia impugnada ha vulnerado asimismo sus dere­
chos fundamentales a la libertad de expresión, a la
presunción de inoceRcia yana ser sancionada por actua­
ciones que en el momento de producirse no fueran cons­
titutivas de infracción administrativa, reconocidos en los
arts. 20, 24.2 Y 25.1 CE, respectivamente.

Alega, en este sentido, que la Sentencia impugnada,
al declarar la inadmisibilidad del recurso contencioso-ad­
ministrativo y no entrar en el fondo del asunto, está
ratificando la sanción impuesta. e invoca la doctrina
expresada por este Tribunal en las SSTC 31/1994 y
47/1994, en virtud de la cual resulta contrario al arto
20 C.E. que la Administración ordene el cierre de tele­
visiones por cable por carecer de concesión adminis­
trativa, por ser esta concesión de imposible otorgamien

too lo que "a fortiori .. resultaría aplicable a la imposición
de sanciones administrativas por dicha causa.

En consecuencia. en la demanda se solicita el otor­
gamiento del amparo, que se declare la nulidad de la
Sentencia recurrida y que se ordene retrotraer las actua­
ciones para que se dicte una nueva Sentencia en la que
no se inadmlta el recurso por la causa indicada y se
entre en el fondo del recurso.

Por medio de otrosí se solicita asimismo la suspensión
de la ejecución de la Sentencia recurrida.

4. Mediante providencia de 19 de septiembre de
1994, la Sección Primera de este Tribunal acordó. con
carácter previo a la decisión sobre la admisión del recur­
so, requerir atentamente a la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Nacional para que en el
plazo de diez días remitiese testimonio del recurso núm.
4/203/91 en el que se dictó la Sentencia impugnada.

5. Por providencia de 22 de diciembre de 1994,
la Sección Primera acordó admitir a trámite la demanda
de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el art 51 LOTC.
habiéndose recibido el testimonio de las actuaciones.
emplazar al Abogado del Estado para que en el plazo
de diez días pudiese comparecer en el presente proceso
constitucional. Acordó asimismo. conforme a lo solici­
tado por la recurrente, la formación de la oportuna pieza
separada de suspensión.

6. El Abogado del Estado se personó mediante escri­
to registrado con fecha de 29 de diciembre de 1994.

7.. En la pieza separada de suspensión presentaron
alegaciones la recurrente en amparo. el Abogado del
Estado y el Ministerio Fiscal. La pieza fue resuelta
mediante Auto de la Sala Primera de este Tribunal
de 24 de enero de 1995 (ATC 15/1995). que acordó
suspender la ejecución de las resoluciones administra'
tivas objeto del recurso contencioso-administrativo núm.
4/203/91 tramitado por la Audiencia Nacional en cuan­
to ordenan el cese de la actividad, la incautación y el
precinto del vídeo comunitario, denegando dicha sus­
pensión respecto de la multa impuesta.

8. Mediante providencia de 16 de enero de 1995.
la Sección Primera de este Tribunal acordó tener por
personado y parte al Abogado del Estado, y, conforme
a lo previsto en el arto 52.1 LOTC, dar vista de las actua­
ciones a las partes y al Ministerio Fiscal para que, en
el plazo común de veinte días, presentasen las alega­
ciones que estimaran convenientes.

9. El Abogado del Estado registró su escrito de ale­
gaciones el 1 de febrero de 1995. suplicando la dene­
gación del amparo solicitado.

En primer lugar, el Abogado del Estado alega que
es evidente que una Sentencia que se limita a inadmitir
un recurso contencioso-administrativo no puede supo­
ner, por sí misma. una vulneración de los arts. 20. 24.2
Y 25 CE La Sentencia impugnada no entra en el fondo
del asunto porque la existencia de cosa juzgada como
cuestión de carácter procesal lo impide.

En segundo lugar. para el Abogado del Estado la Sen­
tencia impugnada tampoco ha vulnerado el derecho a
la tutela judicial efectiva de la recurrente (art 24.1 CE),
porque su apreciación de la existencia de cosa juzgada
como causa de inadmisión del recurso ha sido correcta.
La recurrente imputa a la Sentencia un error notorio.
pero. alega el Abogado del Estado. es más bien la
recurrente la que parece que ha incurrido en un error.
Por un lado. como resulta con claridad del examen de
las actuaciones. la Sentencia objeto de impugnación en
el presente recurso de amparo. dictada en el recurso
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contencioso-administrativo núm. 4/203/91, resolvió
sobre la adecuación a Derecho del expediente sancio­
nador CI/S 2.219/89, relativo a las instalaciones de
"Procono, S. L.», en Móstoles, y no, como se indica
en la demanda, sobre el expediente sancionador
CI/S 1.698/89, que afectó a las instalacIOnes de Torre­
jón de Ardoz. Y, por otro lado, si se analiza la Sentencia
dictada por la Sección Cuarta de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 20 de
julio de 1993, que fue objeto de recurso de amparo
formulado por «Procono, S. L» (amparo núm. 3.153/93,
resuelto por la STC 281/1994, de 17 de octubre), se
comprueba que la misma se refiere también al expe­
diente sancionador núm. CI/S 2.219/89, pues así figura
en el encabezamiento de la misma. Por ello, sin entrar
en si la desacumulación de acciones a la que se refi"re
la recurrente estuvo o no bien decidida ni en si se realizó
posteriormente por el órgano jurisdiccional una nueva
acumulación, es evidente que la misma Sección de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de la que emana la Sentencia ahora recurrida
había resuelto ya sobre el expediente sancionador con­
trovertido, por lo que es claro que la cosa juzgada existe.

1O. El Ministerio Fiscal registró su escrito de ale­
gaciones el 9 de febrero de 1995, en el que interesa
se dicte Sentencia otorgando el amparo por lesión del
derecho a la libertad de expresión de la reCurrente.

A juicio del Ministerio Fiscal es procedente el examen
inicial de la aducida quiebra del art. 20.1 a) C.E., pues
si ésta llegase a prosperar, un principio elemental de
economía procesal haría innecesario el estudio del resto
de las violaciones constitucionales alegadas.

En este sentido, el núcleo del presente recurso de
amparo radica, en opinión del Fiscal, en la ausencia de
una regulación legal relativa a la televisión local Nos
encontramos ante una laguna legal idéntica a la
que dio lugar al otorgamiento del amparo en las
SSTC 31/1994, 47/1994 Y 98/1994, relativas también
a supuestos de sanciones por el ejercicio de la actividad
de televisión por cable sin concesión administrativa pre­
via y en las que la ausencia de regulación legal fue la
base del otorgamiento del amparo, pues con ella se impe­
día de hecho el ejercicio de la libertad de expresión y
comunicación por medio de la televisión privada local.

Así pues, con invocación de la doctrina sentada en
dichas Sentencias, el Ministerio Fiscal entiende que debe
prosperar el amparo y que su alcance no puede ser otro
que la declaración de nulidad de la sanción impuesta
a la recurrente.

11. El escrito de alegaCiones de la representación
procesal de la recurrente se presentó en el Juzgado de
Guardia el 8 de febrero de 1995 y fue registrado en
este Tribunal el 14 de febrero de 1995.

En dicho escrito se dan' por reproducidas las alega­
ciones y s,',plicas contenidas en la demanda, y, además,
se aportan los siguientes elementos de jUicio acaecidos
con posterioridad a la presentación de aquélla:

a) El recurso de amparo núm 3.153/93 ha sido
resuelto por la STC 281/1994, que ha declarado la nuli­
dad de la Sentencia de 13 Audiencia Nacional, de 20
de julio de 1993, desestimatoria del reCUiSO contencio­
so-admiilistrativo núm. 4/10 1/91, ipterpuesto por la
recurrente contra la Resolución de la Secretaría General
de Comunicaciones de 7 de diciembre de 1990, así como
la nulidad de esta resolución.

Como se puede observar en la citada Sentencia del
Tribunal Constitucional, y, concretamente en el antece­
dente 2, a), el recurso núm. 4/10 1/91 se refería exclu­
sivamente a un solo expediente sancionador de los cua­
tro que habían sido impugnados en principio en el recur-

so núm. 4/10 1/91 y que la Audiencia Nacional obligó
a interponer por separado. dando lugar a los recursos
núms 4/203/91, 4/204/91 y 4/205/91.

b) Asimismo, los recursos 4/205/91 y 4/204/91
han sido estimados por la Audiencia Nacional rnediante
Sentencias de 16 de junio y 1 de julio de 1994, res­
pectivamente. Ambas Sentencias rechazan la causa de
inadmisibilidad de cesa juzgada y reconocen que se tra­
taba de expedientes sancionadores diferentes.

En consecuencia, y a modo de resumen, nos encon­
tramos con cuatro recursos contencioso-administrativos,
cada uno de los cuales tenía por objeto la impugnación
por separado de una de las cuatro resoluciones, refe­
rentes cada una de ellas a distintas in~talaeiories y a
expedientes sancionadores diferentes, por lo que se inad­
mitió el recurso por una causa inexistente.

c) En relación con la vulneración por la Sentencia
impugnada de los arts. 20, 24.2 y 25.1 C.E.. se men­
cionan las SSTC 98/1994, 281/1994, y 307/1994,
recaídas con posterioridad, y que continúan la línea de
las ya citadas en la demanda.

12. Por providencia de fecha 11 de marzo de 1996
se acordó señalar para deliberación y votación de esta
Sentencia el siguiente día 12 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Se impugna con este recurso de amparo la Sen­
tencia de la Sección Cuarta de la Sala de lo Canten··
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 22 de
marzo de 1994 que declaró la inadmisibilidad del recurso
contencioso-administrativo núm. 4/203/91 interpuesto
contra la resolución de la Secretaría General de
Comunicaciones de 7 de diciembre de 1990 (Expediente
CI/S 2.219/89, Móstoles) que sancionaba a la ahora
recurrente en amparo «por la instalación de una red de
televisión por cable, sin disponer de concesión admi­
nistrativa», inadmisibilidad ésta fundada en la aprecia­
ción de la existencia de cosa juzgada.

Y ya con este punto de partida será de advertir que
la recurrente entiende. ante todo, que la Sentencia
recurrida ha vulnerado su derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 c.E.) al declarar la inadmisibilidad del
recurso en virtud de un error notorio y que además infrin­
ge sus derechos a la libertad de expresión y a la pre­
sunción de inocencia, así como el principio de legalidad
en materia sancionadora (arts. 20, 242 y 25.1 C.E.),
en la medida en que al declarar la inadmisibilidad del
recurso la Sentencia vendría a ratificar la sanción
impuesta. •

Así las cosas y para determinar el marco constitu­
cional a cuya luz ha de examinarse la pretensión de
la recurrente habrá que destacar que el razonamiento
fundamental de la demanda es el relativo a la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva y coherentemente
el suplico va dirigido a obtener la anulaCión de la Sen­
tencia con retroacción de las actuaciones Dara el examen
del fondo del asunto, lo que por razone" de congruencia
conduce la cuestión litigiosa al campo del arto 24.1 CE

2. Una rnuy rei¡erada doctrina constitucional
(SSTC 99/1985, 192/1992, 194/1992,40/1994, entre
otras) viene declarando que el contenido normal del dere­
cho a la tutela judicial efectiva. reconocido en el arto 24.1
C.E., consiste en la obtención de una resolución de
fondo, pero ello no impide que el derecho también se
satisfaga cuando el pronunciamiento jurisdiccional es de
inadmisión, siempre que ésta se fundamente en causa
prevista en la Ley, interpretada en los términos mas favo­
rables a la efectividad del acceso a la jurisdicción para
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obtener una resolución de fondo y aplicada razonada
y razonablemente.

Ciertamente. en principio. la tarea de precisar el alcan-.
ce de las normas procesales y más en concreto la con­
currencia de los presupuestos que condicionan la válida
constitución del proceso. pertenece al ámbito de la lega­
lidad ordinaria. pero esta udoctrina cede cuando la inad­
misión se basa en una causa inexistente. puesto que
entonces la cuestión trasciende al ámbito de la cons­
titucionalidad. imponiendo a esta jurisdicción. cuando
así se demanda en amparo. el deber de analizar si la
resolución de inadmisión aplica la causa legal de manera
arbitraria o irrazonada o incurre en error notorio y patente
Y. en su consecuencia. lesiona el derecho a la tutela
judicial que garantiza el arto 24.1 de la Constitución»
(SSTC 37/1982. 63/1983. 43/1984. 19/1986.
79/1986.201/1987.36/1988. 102/1990.
164/1990. 192/1992. 20/1993. 159/1994. entre
otras).

3. y para la aplicación de esta doctrina al caso que
se examina serán de resumir sus datos de hecho, tal
como derivan de las actuaciones y corrigiendo algún
error padecido por el recurrente en su relato:

A) La Secretaría General de Comunicaciones del
Ministerio de Transportes. Turismo y Comunicaciones
dictó el 7 de diciembre de 1990 cuatro resoluciones
sancionadoras que venían a decidir otros tantos expe­
dientes (CI/S 1.697/89. Fuenlabrada, CI/S 1.698/89.
Torrejón de Ardoz, CI/S 1.699/89. San Fernando de
Henares y CI/S 2.219/89. Móstoles). correspondientes
a las distintas instalaciones de televisión por cable de
la ahora recurrente en amparo.

B) Interpuestos los respectivos recursos de reposi­
ción y transcurrido el mes sin decisión expresa, la aqui
demandante formuló recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de esta Jurisdicción de la Audiencia Nacional
impugnando las cuatro resoluciones antes señaladas.
recurso éste registrado bajo el núm. 4/10 1/91.

C) La Sección Cuarta de dicha Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo denegó la acumulación inicial inten­
tada requiriendo a la recurrente para que interpusiera
los recursos por separado y continuando con el
núm. 4/101/91 únicamente el correspondiente a la
resolución del expediente CI/S 1.697/89, Fuenlabrada.

O) Efectivamente. la ahora demandante de amparo
formuló tres nuevos recursos contencioso-administrati­
vos para la impugnación de las restantes resoluciones
administrativas. Con todo ello resultaban cuatro procesos
distintos dirigidos cada uno de ellos contra cada una
de las sanciones impuestas: el núm. 4/10 1/91 (expe­
diente CI/S 1.697/89. Fuenlabrada). el 4/203/91
(expediente CI/S 2.219/89, Móstoles). el 4/204/91
(expediente CI/S 1.698/89, Torrejón de Ardoz) y el
4/205/91 (expediente CI/S 1.699/89. San Fernando
de Henares). Se destaca pues que. precisamente en
segu'miento de las indicaciones de la Sala. cada uno
de los recurso~ contencioso-administrativos iba dirigido
cont'a una sola de las resoluciones sancionadoras.

E) En los escritos de interposición de los nuevos
recursos contencioso-administrativos, el ahora deman··
dante solicitó su acumulación al núm. 4/10 1/91.
acumulación ésta que fue denegada por la Sala. Por
consecuencia, los cuatro recursos siguieron su tramita­
ción separadamente. de suerte que la Sentencia a dictar
en cada uno de ellos sólo podía referirse a la resolución
sancionadora en él impugnada y no a las restantes.

F) y justamente por ello. los cuatro recursos dieron
lugar a otras tantas Sentencias:

a) El recurso 4/10 1/91 fue desestimado por Sen­
tencia de 20 de julio de 1993. referida exclusivamente
a la decisión del expediente CI/S 1.697/89. Fuenlabra­
da. aunque con evidente error su encabezamiento aludía
también a los otros tres expedientes.

b) El recurso 4/203/91 (expediente CI/S 2.219/89,
Mástoles) diO lugar a la Sentencia de 22 de marzo de
1994. aquí recurrida. que declaró la inadmisibilidad por
apreciar la existencia de cosa juzgada al entender que
la resolución impugnada en estos autos había sido ya
enjuiciada en la Sentencia mencionada en el apartado
anterior.

c) En cambio, los recursos 4/204/91 y 4/205/91
fueron decididos por Sentencias de 1 de julio y 16 de
junio de 1994. en las que. sin apreciar ya cosa juzgada.
se estimaron los recursos siguiendo la doctrina de la
STC 281/1994 que precisamente anuló la Sentencia
de la Audiencia Nacional de 20 de julio de 1993, reco­
gida en el apartado a).

4. Así las cosas, la aplicación de la doctrina cons'
titucional antes señalada a los natos de hecho que aca­
ban de consignarse conduce clal amente al otorgamiento
del amparo instado.

La Sentencia ahora impugnada parte de la base erró­
nea de que había una única resolución administrativa
de 7 de diciembre de 1990. como si se hubiera pro­
ducido una acumulación en vía administrativa. Pero .no
era así: eran cuatro los actos administrativos, aunque
de la misma fecha, que habían sido impugnados en cua­
tro recursos contencioso-administrativos. No era pues
ula misma» la resolución administrativa a la que se
referían las Sentencias de 20 de julio de 1993, deses­
timatoria del recurso. y de 22 de marzo de 1994, que
apreciaba cosa juzgada para declarar la inadmisibilidad.

y tampoco era cierto que en la Sentencia de 20 de
julio de 1993, base para la apreciación de la cosa juz­
gada. use juzgaba la resolución de otros tres expedientes
sancionadores de modo acumulado»: la acumulación fue
denegada por la Sala en dos ocasiones distintas, pri­
meramente para la acumulación inicial o de acciones
intentada por la recurrente y después para la acumu­
lación de autos también solicitada por aquélla.

Es claro pues que la Sentencia de la Audiencia Nacio­
nal de 20 de julio de 1993 se refería a la resolución
de 7 de diciembre de 1990. dictada en el expediente
CI/S 1.697/89, Fuenlabrada y no a la de la misma fecha
recaída en el expediente CI/S 2.219/89, Móstoles, que
era la impugnada en el recurso 4/203/91, resuelto por
la Sentencia de 22 de marzo de 1994 ahora recurnda
en amparo.

En conclusión, la apreciación de la existencia de cosa
juzgada que dio lugar a la inadmisión del recurso con­
tencioso-administrativo núm. 4/203/91 ha sido fruto de
un error notorio y patente que tiene una evidente trans­
cendencia constitucional dado que ha impedido un pro­
nunciamiento jurisdiccional sobre el fondo del asunto
con vulneración de las exigencias del contenido propio
y normal del derecho a la tutela judicial efectiva reco­
nocido por el arto 24.1 C.E.

FALLO

En atenclon a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por «Pro­
cono. S. L.». y, en consecuencia:

1.° Reconocer a la recurrente en amparo el derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).
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2.° Anular la Sentencia de la Sección Cuarta de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de 22 de marzo de 1994, que inadmitió por
cosa juzgada el recurso contencioso-administrativo
núm. 4/203/91 interpuesto contra las resoluciones de
la Secretaría General de Comunicaciones de 7 de dIciem­
bre de 1990 y 23 de octubre de 1992 (esta última
de desestimación tardía del recurso de reposición inter­
puesto contra la primera) relativas al expediente admi­
nistrativo sancionador CI/S 2.219/89 (Móstoles).

3.° Retrotraer las actuacíones al momento procesal
oportuno para que por la. Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo de la Audiencia Nacional se dicte la Sen··
tencia que proceda en Derecho sin apreciar la causa
de inadrnisión antes mencionada.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de marzo de mil novecientos
noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadl­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado Bario.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 41/1996, de 12
de marzo de 1996. Recurso de amparo
448/1995. Contra providencias dictadas por
la Audiencia Provincial de Málaga denegando
solicitud de puesta en libertad provisional. Vul­
neración de los derechos a la tutela judicial
efectiva, a un proceso sin dilaciones y a la
libertad personal: prolongación indebida de la
situación de prisión provisional.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presiden~e, don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Vii laIon, don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel J.iménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barna, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 448/95, promovido
por don Juan Antonio Cortés Heredia. representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Beatriz Avilés Díaz
y defendido por el Letrado don Esteban L. Martín Herrera,
contra diversas providencías dictadas por la AudienCia
Provincial (Sección Segunda) de Málaga, que denegaron
sus solicitudes de puesta en libertad provisional. Ha inter­
venido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente
del Tribunal. don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito enviado por correo certificado
el 7 de febrero de 1995 y registrado en este Tribunal
el día 13 don Juan Antonio Cortés Heredia, bajo la direc­
ción técr;¡ca del Letrado don Esteban L. Martín Herrera.
solicita que le sea designado Procurador por el turno
de oficio para formalizar demanda de amparo contra
las providencias de 29 de diciembre de 1994 y de 13
de enero de 1995 de la Sección Segunda de la Audiencia
Provincial de Málaga.

De las actuaciones judiciales se desprenden los
siguientes hechos relevantes:

a) La Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Málaga. mediante Auto de 20 de octubre de 1994
(rollo de Sala núm. 197/94), señaló juicio oral para el
siguiente día 30 de noviembre, a las once treinta horas.
a cuyo fin acordó que se citase a las partes, acusados
y testigos, con los apercibimientos legales. expidiendo
para ello los oportunos despachos. ....

En consecuencia, fueron notIficados el Mlnlsteno FIS­
cal y los Procuradores de los tres acusados.

b) La citación de los testigos -tres policías nacio­
nales-. efectuada por conducto del Comisario Je~e de
la Policía Nacional de Málaga, y del pento -el MedICO
Forense-, llevada a cabo a través del Juzgado de Ins­
trucción de Torremolinos, no suscitó dificultades. Tam­
poco las suscitó la citación de dos de los acusados, el
demandante de amparo y doña María Angeles Utrera
Amador; fue suficiente con que el Presidente de la Sec­
ción hiciera saber el señalamiento al Director del Centro
Penitenciario de Alhaurín el Grande, donde se hallaban
presos, para que los entregase a la fuerza públi~a el
día señalado, con el fin de efectuar su conducclon al
juicio.

c) En cambio. la citación al tercer encausado don
José Jiménez Moreno se vio frustrada. El 20 de octubre
de 1994 se dirigió exhorto al Juzgado de Paz de Los
Mochos (Córdoba). para que fuera citado en forma legal
en el domicilio que constaba en las actuaciones: «Bda.
Las Margaritas Blq. 6 3.° C. Los Mochos».

La solicitud de cooperación judicial fue contestada
por el Juzgado de Paz de·Almodóvar del. Río (Córdoba).
por oficio de 25 de octubre, que comunico a la AudienCia
de Málaga que había ordenado remitir el exhorto al.Juz­
gado Decano de Córdoba, al aparecer que el domicIlio
indicado pertenece al término municipal de este último
Ayuntamiento. El día 28 de octubre, el Juzgado Decano
remitió el exhorto a la Audiencia Provincial de Córdoba.
«a la vista de su contenido». Ese mismo día, la Sección
Tercera de la Audiencia de Córdoba mandó que fuera
cumplimentado, pero infructuosamente; el Agente judi­
cial dejó constancia, el 7 de noviembre siguiente, que
no se podía llevar a cabo la citación interesada «al. ser
insuficientes las señas del acusado; ya que la Barnada
de las Margaritas se distribuye por fases y por zonas;
por lo que es imposible localizar el domicilio del acu­
sado)),

Simultáneamente, el Presidente de la Sección Segun­
da de la Audiencia de Málaga había reiterado al Juzgado
de Paz de Almodóvar del Río. por telegrama de 4 de
noviembre. la citación del acusado señor Jiménez More­
no, dando como su domicilio «cl Los Mochos núm. 268».
El Juzgado acordó efectuar la citación el siguiente
día 7, que se practicó el 18 de noviembre con resultado
negativo: el acusado no fue hallado; «y preguntados los
vecinos por su paradero se comunica que lo desconocen.
pudiendo residir en la actualidad en Córdoba o en
Barcelona».

A la vista del resultado negativo de los exhortos, el
Secretario en funciones de la Audiencia de Málaga comu­
nicó al Letrado del acusado la citación a juicio, «y éste
manifiesta que se queda encargado de presentar a dicho
acusado el día del juicio otal» (diligencia de 21 de
noviembre de 1994).

d) El día 30 de noviembre de 1994. se constituyó
la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Málaga,
para ver y fallar en juicio oral y público la causa de
autos. Comparecieron los acusados señor Cortés y seño­
ra Utrera; no compareció el acusado señor Jiménez
Moreno.


